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LUZ ESTELA PAYARES RIVERA 
Jueza 4ª de Familia de C/gena  
E……………………………S……………………………D. 
 
REF: PROCESO DE ALIMENTOS, INSTAURADO POR YULIET PAOLA 
PEREZ HERNANDEZ EN CONTRA DE ROOSEVELT PUELLO MIRANDA, 
CON LA ANUENCIA DEL Dr . HOWARD PUELLO JURADO. 
Radicado No 130031100042022-00374-00 
 

INTERPOSICIÓN DE EXCEPCIONES DE MÉRITO  
 
HOWARD PUELLO JURADO, abogado titulado e inscrito, portador de 
la T.P. No 86.713 del CSJ, identificado0 co0n la cédula de ciudadanía 
No 73.084.218 de C/gena de4 Indias, a usted acudo en representación 
de mi hijo ROOSEVELT PUELLO MIRANDA, quien funge como 
demandado en el proceso de la referencia, para interponerle las 
excepciones de MERITOS con base en los siguientes argumentos: 
 
1-EXCECIONES DE MERITO EXCEPCION COBRO DE LO NO 
DEBIDO. 
 
Para este caso, mi poderdante no debe ninguna clase de obligaciones 
por alimentos con base en las circunstancias planteadas en la 
contestación de esta demanda, cuando detallé todo lo ocurrido. 
 
Este valor, que corresponde a una obligación cancelada en su 
totalidad, teniendo en cuenta las pruebas aportadas en la deuda se 
canceló y por obvias razones no se debe la suma manifestada.  
 
La obligación manifestada por la demandante, manifiestan falsedades, 
al informar que nunca se ha hecho pagos a la obligación, sin embargo 
con los anexos demostraremos que los pagos se hicieron y por el.  
 
Es necesario liquidar la deuda por parte del despacho y liquidar los 
pagos hechos a la obligación y así entrar a determinar la tasa de 
interés, la cual puede ser excesiva.  
 
EXCEPCION DE FRAUDE PROCESAL. Sea lo primero manifestar 
que La Corte Suprema de Justicia ha dejado en claro que este ilícito es 
de mera conducta y se consuma, aunque no se obtenga el resultado 
querido, teniendo en cuenta que sus efectos perduran en el tiempo, 
 
 



HOWARD  PUELLO  JURADO 
Abogado  Titulado  e Inscrito 

UNICARTAGENA  

 
 
 
  

 

 
 mientras el mecanismo fraudulento incida en el actuar del funcionario. 
«La tipificación del ilícito de fraude procesal, lo reitera la Corte exige la 
concurrencia obligada de los siguientes elementos:  
 
(i)el uso de un medio fraudulento;  

 
(ii) la inducción en error a un servidor público a través de ese medio;  
(iii) el propósito de obtener sentencia, resolución o acto administrativo 
contrario a la ley; y,  
(iv) el medio debe tener capacidad para inducir en error al servidor 
público.  
 
En este delito, ha puntualizado la Corporación: “El propósito buscado 
por el sujeto activo es cambiar, alterar o variar la verdad ontológica 
con el fin de acreditar ante el proceso que adelante el servidor público 
una verdad distinta a la real, que con la expedición de la sentencia, 
acto o resolución adquirirá una verdad judicial o administrativa.  
 
Para que se configure esa conducta punible es preciso que exista una 
previa actuación judicial - civil o administrativa - en la que deba 
resolverse un asunto jurídico, y que, por ende, sea adelantada por las 
autoridades judiciales. Incurre en ella el sujeto -no calificado- que por 
cualquier medio fraudulento induzca en error al servidor público para 
obtener sentencia, resolución o acto administrativo contrario a la ley.  
 
Si bien no se exige que se produzca el resultado perseguido, se 
entiende consumado cuando el agente, de manera fraudulenta, induce 
en error al servidor. Pero perdura mientras se mantiene el estado de 
ilicitud y aun con posterioridad si se requiere de pasos finales para su 
cumplimiento”».  
 
Para los fines de la prescripción de la acción penal, el término solo 
debe contarse a partir del último acto de inducción en error, o sea 
desde cuando la ilícita conducta ha dejado de producir sus 
consecuencias y cesa la lesión que por este medio se venía lesionando 
al Bien Jurídico. 
 
 La Administración de Justicia. Lo anterior, porque aunque el 
funcionario puede permanecer indefinidamente en el error, al estar 
convencido de la decisión que tomo era la jurídicamente viable y la 
más justa de acuerdo con la realidad a él presentada, para todos los 
efectos jurídicos sean sustanciales o procesales, debe haber un límite a 
ese error, y este límite no puede ser otro que la misma ejecutoria de la 
resolución o acto administrativo contrario a la ley, cuya expedición se  
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buscaba, si allí termina la actuación del funcionario, o con los actos 
necesarios posteriores para la ejecución de aquella, pues de lo 
contrario, la acción penal se tornaría en imprescriptible, lo cual riñe 
con el mandato constitucional al respecto. Ejemplo: Presentar a cobro 
judicial unas letras de cambio que se sabe no corresponden a un 
negocio verdadero, esto es que en realidad no contienen una 
obligación clara, expresa y actualmente exigible, en los términos del 
artículo 422 del Código General del Proceso, configura el punible de 
fraude procesal en tanto se  suministra al juez títulos ejecutivos con 
apariencia de legalidad, con fundamento en los cuales el funcionario 
libra mandamiento de pago, dicta medidas cautelares, emite sentencia 
y liquida el crédito, cuando lo cierto es que los títulos cambiarios no 
obedecen a una obligación real sino ficticia. Con ello se engaña, se 
burla y deslegitima la Administración de Justicia al utilizarla para 
propósitos protervos en tanto la actividad jurisdiccional y 
administrativa del Estado se orienta a preservar los valores y principios 
fundamentales. 
 
 En ese orden se repite, la presentación de títulos ejecutivos que no 
corresponden a una obligación real constituye mecanismo artificioso 
idóneo para inducir en error al servidor público con el propósito de 
obtener decisiones contrarias a la ley.  
 
En el caso concreto, se presenta fraude procesal con la presentación 
de la demanda para el cobro de una deuda inexistente y/o paga, 
además con argumentos ilegales toda vez que hay un posible cobro 
excesivo de intereses rayando en Usura, que además son intereses 
generados por la cifra materializada que es constituida por un valor 
que se puede determinar cómo intereses, en ese caso la figura del 
anatocismo se encuentra presente.  
 
Presentándose todos estos ilícitos, se configura una demanda llena de 
irregularidades que conlleva al juez o funcionario a cometer posibles 
errores y perjudicar jurídicamente a la contraparte, que en este caso 
es mi poderdante.  
 
El primer motivo de fraude es plasmar una cifra o valor inexistente en 
un título valor para el cobro ejecutivo. El valor de 3.000.000 no es real, 
toda vez que hay pagos a dicha obligación que sumados dan un poco 
más de Ocho millones de pesos ($8.000.000) de pesos. (Anexo 
pruebas).  
 
El segundo motivo de fraude es que la Demanda presentada ante este 
despacho con la falsedad ideológica en el titulo valor, que hará incurrir 
en error al juez o funcionario.  
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El tercer motivo, es la falsedad en los argumentos de la demanda, 
cuando bajo la gravedad de juramento, se manifiesta que mi 
poderdante nunca ha hecho un pago a dicha deuda, sin embargo 
tenemos los soportes para demostrar que a la deuda que se adquirió 
se canceló totalmente. Cabe resaltar que la parte demandante 
funciona sobre un método de cobro a sus asociados que es ilegal, por 
cuanto para facilitar el préstamo, además de firmar los títulos valores 
en blanco, se debe dejar en sus instalaciones la Tarjeta Debito del 
deudor es decir que para que ellos de manera indiscriminada procedan 
a hacer los retiros de la cuotas que según lo pactado deben cobrar y 
posteriormente el deudor debe dirigirse a las instalaciones de la 
cooperativa para que le sea devuelto el dinero restante que 
corresponde al salario que se le paga a mi representada por parte de 
su empleador, lo cual sin duda hace parte de una modalidad que es 
totalmente ilegal y que simplemente es aceptada por los deudores por 
encontrarse en un estado de necesidad.  
 
Inclusive en los recibos de pago emitidos por el demandante que se 
aportan como pruebas, en algunos de ellos se puede ver que se 
encuentran plasmado con bolígrafo cuanto es el saldo que se debe 
devolver a mi representada después de haber sacado el dinero de la 
cuota con la tarjeta de la demandada.  
 
Para este caso la demandante a sabiendas que ella venia 
cobrando los giros cuyos cobros los había recibió ella con l 
avenía de su propia hija NIYELENA PUELLO 
 

EXCEPCION DE INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION 
 
Esta excepción está basada en que la deuda es inexistente, por el 
motivo que ya se encuentra cancelada en tu totalidad, con todos los 
descuentos hechos por modalidad de débitos automáticos y otros. La 
existencia de una obligación está sujeta a un negocio jurídico vigente 
y/o un capital adeudado, en este caso, la cancelación de la obligación 
desestima por objetividad la posibilidad de que el acreedor presente 
para el cobro ejecutivo la misma deuda cancelada. De conformidad con 
la ley, e ilegal el cobro de una deuda ya cancelada y más ilegal 
soportar un cobro bajo argumentos falsos.  
 
De esta obligación es necesario solicitar al juez que ordene la práctica 
de pruebas y solicite documentos que soporten la aplicación de los 
abonos a la deuda y así demostrar que la misma se encuentra 
cancelada en su totalidad y también que posiblemente se constituye en 
una razón por la cual debe devolverse dinero a mi poderdante.  
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Dentro de esas pruebas que se deben solicitar y que nosotros como 
afectados solicitamos también, es todos los soportes de abonos hechos 
a la obligación, tabla de amortización o plan de pago proyectado, para 
determinar cómo se aplicarían los abonos, tanto al capital como a los 
intereses.  
 
También interrogatorio de parte al gerente de la cooperativa, como 
todas las autorizaciones del caso para reportar en centrales de riesgo, 
afiliación a la cooperativa de mi poderdante, como los libros de actas 
donde repose la vinculación de mi pro ahijada a dicha entidad, con 
certificación de cámara de comercio donde se demuestre su veracidad. 
 

EXCEPCION DE PAGO TOTAL 
 
Esta excepción está fundamentado bajo el acervo probatorio aportado, 
donde se demuestra que la obligación se encuentra cancelada y que 
las afirmaciones hechas por el demandante son falsas.  
 
En adelante me permito transcribir la información de los pagos hechos 
a la obligación y que se encuentran probados con los recibos de caja 
menor expedidos por parte de la a través de su gerente y 
representante legal Robinson de la Hoz, los cuales tienen como 
concepto. 
 

ACLARACIÓN DE LOS CONCEPTOS DE ALIMENTOS PARA 
MENORES 

 
 

La constitucionalidad del artículo 421 del Código Civil 
  
 La normatividad colombiana consagra el derecho de los 

niños, niñas y adolescentes, a recibir alimentos como un 

derecho fundamental derivado del artículo 44 CP, que 

consagra el interés superior del menor y la garantía de su 

desarrollo integral y armónico como seres humanos con 

dignidad y sujetos de especial protección constitucional, en 

concordancia con los artículos 42, 43 y 45 de la Constitución 

y los tratados internacionales que hacen parte del bloque de 

constitucionalidad y protegen los derechos de los niños, 

niñas y adolescentes, como quedó expuesto en los acápites 5, 

6 y 7 de la parte considerativa de esta providencia. 
La normatividad legal interna, en el Código Civil –Título 
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 XXI- regula de manera general la obligación de prestar 

alimentos, como se reseñó en el apartado 6 de esta 

providencia. 

 

 Por su parte, la Ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y 

la Adolescencia constituye el marco jurídico vigente que 

regula el tema integral de los derechos y garantías de los 

niños, niñas y adolescentes en nuestro país, en particular en 

este caso el derecho de alimentos. Esta ley actualizó la 

normatividad sobre el particular y derogó expresamente el 

Código del Menor contenido en el Decreto 2737 de 1989. En 

materia procesal los juicios de alimentos se llevarán a cabo 

por su naturaleza mediante el proceso verbal sumario que 

prevé el inciso 2º del artículo 390 de la Ley 1564 de 2012 o 

Código General del Proceso. Así, el artículo 390 de ese 

Código señala que se tramitarán por el procedimiento verbal 

sumario los asuntos contenciosos de mínima cuantía y, por 

su naturaleza, los de fijación, aumento, disminución, 

exoneración de alimentos y restitución de pensiones 

alimenticias, cuando no hubieren sido señalados 

judicialmente. 
  

Los artículos 8, 17, 24, 41 y 111 de la Ley 1098 de 2006, se 

refieren específicamente al interés superior del menor, al 

derecho de alimentos de los menores de edad y a la fijación 

de la cuota alimentaria. 
  
El artículo 8 establece que “se entiende por interés superior 

del niño, niña y adolescente, el imperativo que obliga a 

todas las personas a garantizar la satisfacción integral y 

simultánea de todos sus Derechos Humanos, que son 

universales, prevalentes e interdependientes” (negrilla fuera 

de texto). 
  
El artículo 17 establece que “los niños, las niñas y los 

adolescentes tienen derecho a la vida, a una buena calidad 
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 de vida y a un ambiente sano en condiciones de dignidad y 

goce de todos sus derechos en forma prevalente. 
  
La calidad de vida es esencial para su desarrollo integral 

acorde con la dignidad de ser humano. Este derecho supone 

la generación de condiciones que les aseguren desde la 

concepción cuidado, protección, alimentación nutritiva y 

equilibrada, acceso a los servicios de salud, educación, 

vestuario adecuado, recreación y vivienda segura dotada de 

servicios públicos esenciales en un ambiente sano.” 

(Destacado de la Corte). 
  
Especial relevancia reviste para el presente estudio de 

constitucionalidad el artículo 24 que establece la definición 

de los alimentos, así: 
  
“Artículo 24. Derecho a los alimentos. Los niños, las niñas y 

los adolescentes tienen derecho a los alimentos y demás 

medios para su desarrollo físico, psicológico, espiritual, 

moral, cultural y social, de acuerdo con la capacidad 

económica del alimentante. Se entiende por alimentos todo 

lo que es indispensable para el sustento, habitación, vestido, 

asistencia médica, recreación, educación o instrucción y, en 

general, todo lo que es necesario para el desarrollo integral 

de los niños, las niñas y los adolescentes. Los alimentos 

comprenden la obligación de proporcionar a la madre los 

gastos de embarazo y parto.” (Resalta la Sala). 
  
Por su parte, el artículo 111 de la Ley 1098 de 2006 regula 

la fijación de la cuota alimentaria, estableciendo las reglas 

que deberán observarse para su fijación: 
  
La mujer grávida podrá reclamar alimentos a favor del hijo 

que está por nacer o nasciturus, respecto del padre legítimo 

o del extramatrimonial que haya reconocido la paternidad. 
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    (ii) Siempre que se conozca la dirección donde puede recibir 

notificaciones el obligado a suministrar alimentos, el defensor o 

comisario de familia lo citará a audiencia de conciliación. En caso 

contrario, elaborará informe que suplirá la demanda y lo remitirá 

al juez de familia para que inicie el respectivo proceso. 

 
(iii) Cuando habiendo sido debidamente citado a la audiencia EL 

obligado no haya concurrido, o habiendo concurrido no se 

haya logrado la conciliación, fijará cuota provisional de alimentos, 

pero solo se remitirá el informe al juez si alguna de las partes lo solicita dentro 

de los cinco días hábiles siguiente. 

(iv) Cuando se logre conciliación se levantará acta en la que se indicará el monto de 

la cuota alimentaria y la fórmula para su reajuste periódico; el lugar y la forma 

de su cumplimento; la persona a quien debe hacerse el pago, los descuentos 

salariales, las garantías que ofrece el obligado y demás aspectos que se 

estimen necesarios para asegurar el cabal cumplimiento de la obligación 

alimentaria. De ser el caso, la autoridad promoverá la conciliación sobre 

custodia, régimen de visitas y demás aspectos conexos. 
  
Los artículos 129 y siguientes de la Ley 1098 de 2006, consagran algunas 

disposiciones especiales con respecto al proceso judicial de alimentos, tales 

como fijación de la cuota provisional, medidas para que el obligado cumpla 

con dicha cuota y para cuando incumpla con la misma, así como el pago de la 

cuota y el porcentaje máximo de la misma cuando el obligado fuera 

asalariado. 
  
8.1.2 El artículo 421 del CC, ahora demandado, determina que “Los 

alimentos se deben desde la primera demanda y se pagarán por mesadas 

anticipadas. 
No se podrá pedir la restitución de aquella parte de las anticipaciones que el 

alimentario no hubiere devengado por haber fallecido”. 
  
La Corte advierte que el artículo demandado no regula ni la naturaleza ni el 

contenido o el alcance normativo de la obligación de prestar alimentos sino 

solo el momento a partir del cual se debe satisfacer esta obligación mediante 

el pago de una pensión o cuota alimentaria. Dicha disposición consagra, por 

tanto, conforme al marco jurídico vigente, uno de los mecanismos judiciales 

para exigir el cumplimiento de la obligación pero no el único, por cuanto no 

excluye los mecanismos extrajudiciales previstos en la Ley 1098 de 2006. 
  
Es claro, en consecuencia para la Sala, que la expresión acusada “los 

alimentos se deben desde la presentación de la primera demanda” contenida 

en el artículo 421 del Código Civil, en el actual contexto constitucional, de  
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derecho internacional y en el marco legal del Código de la Infancia y 

Adolescencia, que regula en su integridad los derechos de los 

niños, niñas y adolescentes, no permite la interpretación que 

pretenden darle los demandantes como inconstitucional, ya 

que el precepto acusado no regula la obligación de alimentos 

a los menores de edad, sino el momento a partir del cual se 

deben o adeudan, sin perjuicio de las demás vías legales 

establecidas por la ley para su reclamación. 
  
En este sentido, la disposición objetada no determina la 

constitución de la obligación alimentaria cuando los titulares 

son menores de edad, sino el momento a partir del cual se 

deben o adeudan, momento que, según la disposición 

acusada, es la primera demanda, sin perjuicio de que 

igualmente se pueda reclamar y hacer exigible por las otras 

vías y mecanismos que prevé la ley. Esto es así porque 

el derecho a recibir y la obligación de dar alimentos de los 

padres a los hijos es una consecuencia natural de la filiación 

que surge de manera inmediata desde la concepción y no 

desde la interposición de la primera demanda, y los 

alimentos se adeudan desde que se reclama su 

incumplimiento por parte del obligado a través de cualquiera 

de las vías o mecanismos administrativos o judiciales 

previstos por la ley mediante los cuales se hace exigible 

civilmente la obligación alimentaria frente al alimentario. 
  
A este respecto, la jurisprudencia de la Corte Suprema de 

Justicia –Sala de Casación Civil-, ha expuesto: 
  
“En este punto, pareciera hallarse a contrapelo el art. 421 

del C.C., de nuestro ordenamiento cuando dispone que 

“[l]os alimentos se deben desde la primera demanda, y se 

pagaran por mesadas anticipadas”. Empero, el C.C., y el 

texto de la cuestión,  debe amoldarse a la historia que vive el 

intérprete, en forma progresiva para hallar su sentido y 

reconocer el derecho; ha de armonizarse con los tiempos 
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 que corren en el Estado Constitucional para comprender 

que categorías, como la del asunto: “demanda”, debe 

entenderse como la RAE, lo expone con un criterio amplio: 

“Súplica, petición, solicitud”[66], significación que más 

castizamente se aviene al contexto de este litigio, y no 

exclusivamente, como si se tratara del escrito genitor que 

introduce el proceso, porque esta exégesis restrictiva 

ofende el interés superior de los niños y niñas. 
  
En síntesis, el interés para invocar judicialmente la 

protección o restablecimiento de un derecho no puede surgir 

de las actuaciones procesales realizadas por el reclamante, 

sino de las circunstancias objetivas que lesionan o ponen en 

peligro un bien jurídico subjetivo tutelado por la ley, que en 

el caso que se examina se materializó en la desaparición del 

patrimonio con el propósito de menoscabar su derecho 

fundamental.” (negrillas y subrayas fuera de texto). 
  
Así las cosas, para la Sala es claro que el artículo 421 del 

Código Civil no puede interpretarse de ninguna manera en el 

sentido de que es a partir de la presentación de la primera 

demanda que surge el derecho de alimentos, en este caso de 

los menores de edad; sino que el alcance normativo correcto 

de esta disposición, conforme a su tenor literal, es que los 

alimentos se deben desde la presentación de la primera 

demanda cuando ellos se reclaman por la vía judicial, sin 

perjuicio de que igualmente se puedan reclamar por 

cualquiera de los mecanismos previstos en el Código de 

Infancia y Adolescencia. De esta manera, la demanda 

judicial de que trata la norma acusada y la consecuente 

sentencia, constituye una de las vías legales para exigir el 

cumplimiento de un derecho alimentario existente 

constitucional y legalmente, el cual debe reconocerse, en el 

caso de la norma bajo estudio, desde la presentación de la 

primera demanda y no desde la sentencia, de manera que 

esta última debe tener efectos retroactivos a partir de la 

presentación de la demanda. 
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En punto a este tema, en relación con el artículo 421 

acusado, la doctrina[68] afirma que “(e)n virtud del primer 

inciso de este artículo, debiéndose los alimentos desde la 

primera demanda, o sea desde la fecha de ésta (COOD Y 

FABRES, Explicaciones etc. Comentario al artículo 331.- 

Vera, Código Civil etc. Comentario al mismo 

artículo) resulta que la sentencia respectiva produce efecto 

retroactivo, lo que no ocurre en los demás juicios. Esto se 

funda en que la sentencia no es la que crea la deuda, como 

dice el SR. Vera, sino que la reconoce, o en que la 

necesidad no admite espera, y en que debe presumirse que 

ella existe desde aquella fecha. De esto debe deducirse que 

en el tiempo intermedio entre la fecha y la sentencia, el 

alimentario se ha sostenido con bienes de otras personas 

que deben ser reembolsadas, o con escasos bienes de su 

propiedad que se han enajenado o empeñado.” (Negrillas y 

subrayas fuera de texto) 
  
Adicionalmente, es preciso advertir que esta Corporación ha 

venido realizando una interpretación sistemática entre el 

artículo 421 del Código Civil y el artículo 76 de la Ley 153 

de 1887, que establece que “Los alimentos suministrados 

por el padre o la madre correrán desde la primera 

demanda; y no se podrán pedir los correspondientes al 

tiempo anterior, salvo que la demanda se dirija contra el 

padre y se interponga durante el año subsiguiente al 

parto (...)” (Resaltado propio). Así en la Sentencia T-881 de 

2006 este Tribunal sostuvo al respecto: 
  
“13.- Por otra parte, ha sido definido por la legislación el 

momento a partir del cual se deben alimentos. Así, el 

artículo 417 del CC permite pedir alimentos provisionales si 

se demuestra “fundamento plausible” sin perjuicio de la 

restitución, si la persona a quien se demanda obtiene 

sentencia absolutoria. Igualmente, el artículo 421 del 

CC “Los alimentos se deben desde la primera demanda y se 

pagarán por mesadas adicionales (…)”. Esta disposición 
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 ha sido interpretada de manera sistemática con el artículo 

76 de la Ley 153 de 1887 que 

establece “Los alimentos suministrados por el padre o la 

madre correrán desde la primera demanda; y no se podrán 

pedir los correspondientes al tiempo anterior, salvo que la 

demanda se dirija contra el padre y se interponga durante el 

año subsiguiente al parto (...)”. Así mismo, con respecto a la 

obligación alimentaria, la legislación autoriza al juez de 

familia para abrir el proceso para la fijación o revisión 

de alimentos – art. 139 Cód. Menor” [69] (Resaltado fuera de 

texto). 
  
En este sentido, este mecanismo de reclamación judicial a 

través de la demanda se debe entender e interpretar 

sistemática e integralmente de conformidad con el marco 

legal fijado por el Código de Infancia y Adolescencia que 

contiene los diferentes mecanismos para la reclamación de 

los alimentos de los menores de edad. En efecto, si se 

presenta incumplimiento frente a la obligación de alimentos, 

los padres, parientes o funcionarios pueden recurrir a las 

diferentes vías legales, como el requerimiento administrativo 

ante el Defensor de Familia, policivo ante el Comisario de 

Familia, o a la Conciliación, incluyendo la vía judicial 

mediante la demanda de Alimentos, de manera que no 

resulta admisible constitucionalmente la interpretación 

planteada por los demandantes en el sentido de que la 

obligación de los alimentos depende de la presentación de la 

primera demanda. Así, el artículo 111 del Código de Infancia 

y Adolescencia establece que una vez se haya agotado sin 

éxito la vía de la conciliación, el caso se remitirá al juez de 

familia para que inicie el respectivo proceso. Ahora bien, en 

caso de incumplimiento de la obligación reconocida a través 

de estos mecanismos legales –administrativos o judiciales-, 

los titulares del derecho pueden recurrir al proceso ejecutivo 

o la vía penal para hacerlo efectivo o reclamar las 

consecuencias jurídicas de dicho incumplimiento. 
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De esta manera, la demanda judicial no es un acto 

constitutivo del derecho o de la obligación de alimentos a 

favor de los menores de edad, como lo entienden los 

demandantes, ya que este derecho se encuentra consagrado 

constitucional y legalmente, sino que la demanda es una de 

las vías de reclamación o exigibilidad del derecho existente, 

y la consecuente sentencia judicial que se deriva de su 

presentación es un acto declarativo o de reconocimiento de 

dicho derecho u obligación existente constitucional y 

legalmente, que a su vez constituye la obligación civil y 

patrimonial de la pensión alimenticia. 
  
Esta interpretación se aviene con el mandato del interés 

superior del menor –art. 44 CP- y los artículos 8, 17, 24 y 

111 del Código de Infancia y Adolescencia, ya que los 

alimentos se adeudan de manera actual y hacia el futuro 

desde que se reclama por cualquiera de las vías previstas por 

la ley, incluyendo la vía de la demanda judicial que ahora se 

objeta, y en caso de incumplimiento de la pensión o cuota 

alimentaria establecida mediante los mecanismos 

extrajudiciales o judiciales, los titulares podrán acudir a la 

vía del proceso ejecutivo o del proceso penal. Esto es así por 

la urgencia y necesidad del cumplimiento de la obligación 

alimentaria puesto que de ello depende la vida de la madre 

gestante, del que está por nacer y del ya nacido o menor de 

edad, su subsistencia, su mínimo vital, su cuidado, su 

desarrollo armónico e integral, y con ello se garantizan a su 

vez sus demás derechos fundamentales, teniendo en cuenta 

la condición de dependencia de los menores de edad frente a 

sus padres y del estado de vulnerabilidad en la que se 

encuentran, razón por la cual se ha reconocido 

constitucionalmente el interés superior del menor y la 

prevalencia de sus derechos sobre los de los demás. 
  
En este mismo sentido conceptuaron igualmente la mayoría 

de los intervinientes: el Ministerio de Justicia y del Derecho, 

el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), el 
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 Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, la 

Defensoría del Pueblo, la Academia Colombiana de 

Jurisprudencia, la Universidad Sergio Arboleda, la 

Universidad Libre, la Universidad Externado de Colombia. 

Así, argumentaron que (i) la norma demandada no puede 

interpretarse en el sentido de que el derecho de alimentos a 

los menores de edad se configura desde la presentación de la 

primera demanda, ya que por el contrario el derecho a recibir 

y la obligación de dar alimentos de los padres a los hijos es 

una consecuencia natural del parentesco, que surge de 

manera inmediata a partir del vínculo filial, pero ante el 

incumplimiento se presenta la demanda, que constituye un 

mecanismo para materializar el derecho pero no para su 

constitución, puesto que una interpretación en tal sentido 

sería contraria al ordenamiento constitucional; (ii) es 

necesario diferenciar entre el derecho de alimentos como tal 

y la cuota alimentaria, de tal forma que el artículo 421 CC al 

establecer que los alimentos se deben desde la presentación 

de la primera demanda no indica que tal derecho surja a 

partir de ese momento, sino el momento a partir del cual se 

hace exigible como obligación civil. 
  
Así mismo, el Procurador estima que la norma acusada 

establece la forma como la obligación de alimentos puede 

hacerse judicialmente exigible, en los eventos en que esta no 

se ha satisfecho voluntariamente, de manera que la norma 

demandada no regula el momento desde el cual nace el 

derecho y la obligación de dar alimentos a los hijos, sino un 

medio para hacer civil la obligación y exigir su 

cumplimiento por el proceso judicial correspondiente. 
  
En todo caso, para fijar la cuota de alimentos el operador 

jurídico deberá analizar cada caso concreto, teniendo en 

cuenta la vía de la reclamación, el momento de la 

reclamación, las circunstancias del incumplimiento de la 

obligación, los montos determinados probatoriamente desde 

el momento en que se configura el incumplimiento, así como  
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los principios de solidaridad, equidad, responsabilidad, 

necesidad, proporcionalidad, y determinación del momento 

de filiación, para la fijación del quantum por parte del 

operador jurídico. 
  
Por consiguiente, para la Sala es claro que la norma ahora 

acusada contenida en el artículo 421 CC no determina el 

momento desde el cual existe el derecho a los alimentos, 

sino el momento desde el cual se deben, en este caso desde 

que se reclaman mediante la presentación de la demanda, 

pero también desde que se reclaman por cualquiera de las 

vías administrativas y judiciales establecidas legalmente. De 

manera que la madre puede reclamarlos o demandarlos en 

nombre propio y en favor de su hijo no nacido, desde que 

tenga conocimiento de que se encuentra embarazada o desde 

que se reconozca la paternidad. Igualmente, cuando el hijo 

ya ha nacido pueden reclamar o demandar alimentos en su 

nombre sus padres, parientes o funcionarios competentes. 
  
En suma, se concluye que la norma es exequible de manera 

pura y simple, y no se hace necesario su condicionamiento 

como lo solicitaron varios intervinientes, ya que del alcance 

normativo de la expresión acusada se desprende claramente, 

a partir de una interpretación sistemática e integral con la 

Constitución, los tratados internacionales y el régimen legal 

interno, que los alimentos se deben pagar desde el momento 

de la presentación de la primera demanda, ante el 

incumplimiento de esta obligación por parte del obligado o 

alimentante, entendiendo esta como uno de los mecanismos 

para hacerla civil y judicialmente exigible, sin perjuicio de 

las demás vías de reclamación del derecho de alimentos 

contempladas en la ley, y por tanto así lo declarará en la 

parte resolutiva de esta sentencia. 

 

NOTA ESPECIAL 
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Artículo 86. Sanciones en caso de informaciones falsas.
Si se probare que el demandante o su apoderado, o
ambos, faltaron a la verdad en la información

suministrada, además de remitir las copias necesarias
para las investigaciones penal y disciplinaria a que
hubiere lugar. se impondrá a aquellos, mediante
incidente, multa de diez (10) a cincuenta (50) salarios
mínimos mensuales y se les condenará a indemnizar
los perjuicios que hayan podido ocasionar, sin perjuicio
de las demás consecuencias previstas en este código.

Para este caso existen todas las pruebas sobre esta
situación, razón por loa cual ex'ljo que se compulsen
copias de todo a la fiscalía correspondiente, para que
se ordene abrir las investigaciones que el caso
requiera.

De.Ud.Atte:

HOWA PUELLO JURADO
C.C. No 73.084.218 de C/gena de Indias
T.P.No 86.713 del CSJ















REPÚBLICA DE COLOMBIA

ARMADA NACIONAL

JEFATURA DE DESARROLLO HUMANO

DIRECCIÓN DE PERSONAL

HACE CONSTAR

Que el(la) Señor(a)(ita) SV ROOSSEVELT PUELLO MIRANDA, identificado(a) con Cédula de Ciudadanía No. 73207183, con 
Código Militar No. 73207183, en la Nómina Mensual Activos JUNIO de 2022, le figura la siguiente información:

DEVENGADO PORC % VALOR DESCUENTO COD INICIO TÉRMINO VALOR

SEGVIDSUBS 0 $ 17.311,00 BAYPORT 967F 2019 10 2024 6 $ 91.163,00

PRIORDPUBLICO 25 $ 457.845,75 PREVISORASASUB 981K 2022 6 2022 6 $ 17.311,00

JINETA 5 $ 91.569,15 VIVIFISCALESBN1 9469 2022 1 0 0 $ 187.219,44

PRIANTIGU 17 $ 311.335,11 APORTE CAJA DE RETIRO FFMM 9105 2022 6 2022 6 $ 191.900,00

SUEL_BASICO $ 1.831.383,00 BANCODAVIVIENDA 9330 2018 11 2024 4 $ 1.117.000,00

PRIACTIMILITAR 49.5 $ 906.534,58 CLUB SUBOFICIAL ARC 9226 2022 6 2022 6 $ 36.627,66

PARTIALI 0 $ 317.430,00 SISTEMA SALUD FFMM 9101 2022 6 2022 6 $ 104.800,00

SUBFAMILIAR 43 $ 787.494,69
CUOTA SOSTENIMINTO CIRC 
SUBOF

9221 2022 6 2022 6 $ 54.941,00

$ COOSERPARK 9960 2020 12 2025 11 $ 25.612,00

TOTAL DEVENGADOS $ 4.720.903,28 TOTAL DESCUENTOS $ 1.826.574,10

RESUMEN

Total Devengado: $ 4.720.903,28

Total Descuentos: $ 1.826.574,10

Total Embargos: $ 0,00

Neto a Pagar: $ 2.894.329,18

EMBARGO INICIO TÉRMINO VALOR

TOTAL EMBARGOS $ 0

Nota: Con el fin de determinar la capacidad de endeudamiento para el descuento por libranza, el sector Cooperativo y Bancario 
debe tener en cuenta la normatividad establecida en la Ley 1527 de 2012 y el Código Sustantivo del Trabajo, por lo cual no serán 
autorizados descuentos que afecten el mínimo vital del funcionario, una vez efectuados los descuentos de Ley y Órdenes 
Judiciales.

Se expide en Bogotá D.C. a los 20 días del mes de Junio de 2022.

Para la validación de la autenticidad del presente certificado utilice el siguiente código: DDOAUD3NWHS. 
Podrá realizar esta consulta en https://www.armada.mil.co/arc_certificates/validation

CAPITÁN DE FRAGATA SAMARY MERCEDES RODRIGUEZ MARTINEZ
JEFE DIVISIÓN DE NÓMINAS



"Protegemos el Azul de la Bandera "
Línea anticorrupción Armada Nacional 01 8000 11 69 69 - 24 horas
Carrera 54 No. 26-25 Conmutador 3692000 ext 10130 - Bogotá, Colombia
www.armada.mil.co



REPÚBLICA DE COLOMBIA

ARMADA NACIONAL

JEFATURA DE DESARROLLO HUMANO

DIRECCIÓN DE PERSONAL

HACE CONSTAR

Que el(la) Señor(a)(ita) SV ROOSSEVELT PUELLO MIRANDA, identificado(a) con Cédula de Ciudadanía No. 73207183, con 
Código Militar No. 73207183, en la Nómina Mensual Activos JULIO de 2022, le figura la siguiente información:

DEVENGADO PORC % VALOR DESCUENTO COD INICIO TÉRMINO VALOR

SEGVIDSUBS 0 $ 17.311,00 COOSERPARK 9960 2020 12 2025 11 $ 25.612,00

SUEL_BASICO $ 1.831.383,00 VIVIFISCALESBN1 9469 2022 7 0 0 $ 219.765,96

PRIACTIMILITAR 49.5 $ 906.534,58 CLUB SUBOFICIAL ARC 9226 2022 7 2022 7 $ 36.627,66

PARTIALI 0 $ 317.430,00 PREVISORASASUB 981K 2022 7 2022 7 $ 17.311,00

PRIANTIGU 17 $ 325.375,71 SISTEMA SALUD FFMM 9101 2022 7 2022 7 $ 104.800,00

SUBFAMILIAR 43 $ 787.494,69 APORTE CAJA DE RETIRO FFMM 9105 2022 7 2022 7 $ 192.600,00

JINETA 5 $ 91.569,15
CUOTA SOSTENIMINTO CIRC 
SUBOF

9221 2022 7 2022 7 $ 54.941,00

PRIORDPUBLICO 25 $ 457.845,75 BANCODAVIVIENDA 9330 2018 11 2024 4 $ 1.117.000,00

$ BAYPORT 967F 2019 10 2024 6 $ 91.163,00

TOTAL DEVENGADOS $ 4.734.943,88 TOTAL DESCUENTOS $ 1.859.820,62

RESUMEN

Total Devengado: $ 4.734.943,88

Total Descuentos: $ 1.859.820,62

Total Embargos: $ 0,00

Neto a Pagar: $ 2.875.123,26

EMBARGO INICIO TÉRMINO VALOR

TOTAL EMBARGOS $ 0

Nota: Con el fin de determinar la capacidad de endeudamiento para el descuento por libranza, el sector Cooperativo y Bancario 
debe tener en cuenta la normatividad establecida en la Ley 1527 de 2012 y el Código Sustantivo del Trabajo, por lo cual no serán 
autorizados descuentos que afecten el mínimo vital del funcionario, una vez efectuados los descuentos de Ley y Órdenes 
Judiciales.

Se expide en Bogotá D.C. a los 24 días del mes de Agosto de 2022.

Para la validación de la autenticidad del presente certificado utilice el siguiente código: 72LUGFRA55I. 
Podrá realizar esta consulta en https://www.armada.mil.co/arc_certificates/validation

CAPITÁN DE FRAGATA SAMARY MERCEDES RODRIGUEZ MARTINEZ
JEFE DIVISIÓN DE NÓMINAS



"Protegemos el Azul de la Bandera "
Línea anticorrupción Armada Nacional 01 8000 11 69 69 - 24 horas
Carrera 54 No. 26-25 Conmutador 3692000 ext 10130 - Bogotá, Colombia
www.armada.mil.co



REPÚBLICA DE COLOMBIA

ARMADA NACIONAL

JEFATURA DE DESARROLLO HUMANO

DIRECCIÓN DE PERSONAL

HACE CONSTAR

Que el(la) Señor(a)(ita) SV ROOSSEVELT PUELLO MIRANDA, identificado(a) con Cédula de Ciudadanía No. 73207183, con 
Código Militar No. 73207183, en la Nómina Mensual Activos SETIEMBRE de 2022, le figura la siguiente información:

DEVENGADO PORC % VALOR DESCUENTO COD INICIO TÉRMINO VALOR

PRIORDPUBLICO 25 $ 457.845,75 SISTEMA SALUD FFMM 9101 2022 9 2022 9 $ 104.800,00

PARTIALI 0 $ 317.430,00 APORTE CAJA DE RETIRO FFMM 9105 2022 9 2022 9 $ 192.800,00

SUBFAMILIAR 43 $ 787.494,69 BAYPORT 967F 2019 10 2024 6 $ 91.163,00

SUEL_BASICO $ 1.831.383,00 BANCODAVIVIENDA 9330 2018 11 2024 4 $ 1.117.000,00

SEGVIDSUBS 0 $ 17.311,00 CLUB SUBOFICIAL ARC 9226 2022 9 2022 9 $ 36.627,66

JINETA 5 $ 91.569,15 COOSERPARK 9960 2020 12 2025 11 $ 25.612,00

PRIANTIGU 18 $ 329.648,94
CUOTA SOSTENIMINTO CIRC 
SUBOF

9221 2022 9 2022 9 $ 54.941,00

PRIACTIMILITAR 49.5 $ 906.534,58 VIVIFISCALESBN1 9469 2022 9 0 0 $ 219.765,96

$ PREVISORASASUB 981K 2022 9 2022 9 $ 17.311,00

TOTAL DEVENGADOS $ 4.739.217,11 TOTAL DESCUENTOS $ 1.860.020,62

RESUMEN

Total 
Devengado:

$ 4.739.217,11

Total 
Descuentos:

$ 1.860.020,62

Total 
Embargos:

$ 1.327.753,00

Neto a Pagar: $ 1.551.443,49

EMBARGO INICIO TÉRMINO VALOR

JUZGADO DE FAMILIA 4 
CARTAGENA DE INDIAS 
(BOLIVAR)

09/2022 00/0000 $ 1327753

TOTAL EMBARGOS $ 1327753

Nota: Con el fin de determinar la capacidad de endeudamiento para el descuento por libranza, el sector Cooperativo y Bancario 
debe tener en cuenta la normatividad establecida en la Ley 1527 de 2012 y el Código Sustantivo del Trabajo, por lo cual no serán 
autorizados descuentos que afecten el mínimo vital del funcionario, una vez efectuados los descuentos de Ley y Órdenes 
Judiciales.

Se expide en Bogotá D.C. a los 17 días del mes de Septiembre de 2022.

Para la validación de la autenticidad del presente certificado utilice el siguiente código: YD3SRWYO7LE. 
Podrá realizar esta consulta en https://www.armada.mil.co/arc_certificates/validation

CAPITÁN DE FRAGATA SAMARY MERCEDES RODRIGUEZ MARTINEZ
JEFE DIVISIÓN DE NÓMINAS



"Protegemos el Azul de la Bandera "
Línea anticorrupción Armada Nacional 01 8000 11 69 69 - 24 horas
Carrera 54 No. 26-25 Conmutador 3692000 ext 10130 - Bogotá, Colombia
www.armada.mil.co



REPÚBLICA DE COLOMBIA

ARMADA NACIONAL

JEFATURA DE DESARROLLO HUMANO

DIRECCIÓN DE PERSONAL

HACE CONSTAR

Que el(la) Señor(a)(ita) SV ROOSSEVELT PUELLO MIRANDA, identificado(a) con Cédula de Ciudadanía No. 73207183, con 
Código Militar No. 73207183, en la Nómina Mensual Activos AGOSTO de 2022, le figura la siguiente información:

DEVENGADO PORC % VALOR DESCUENTO COD INICIO TÉRMINO VALOR

SUEL_BASICO $ 1.831.383,00 APORTE CAJA DE RETIRO FFMM 9105 2022 8 2022 8 $ 192.800,00

JINETA 5 $ 91.569,15 CLUB SUBOFICIAL ARC 9226 2022 8 2022 8 $ 36.627,66

SUBFAMILIAR 43 $ 787.494,69 VIVIFISCALESBN1 9469 2022 7 0 0 $ 219.765,96

PRIACTIMILITAR 49.5 $ 906.534,58 BAYPORT 967F 2019 10 2024 6 $ 91.163,00

SEGVIDSUBS 0 $ 17.311,00 PREVISORASASUB 981K 2022 8 2022 8 $ 17.311,00

PRIANTIGU 18 $ 329.648,94
CUOTA SOSTENIMINTO CIRC 
SUBOF

9221 2022 8 2022 8 $ 54.941,00

PRIORDPUBLICO 25 $ 457.845,75 BANCODAVIVIENDA 9330 2018 11 2024 4 $ 1.117.000,00

PARTIALI 0 $ 317.430,00 COOSERPARK 9960 2020 12 2025 11 $ 25.612,00

$ SISTEMA SALUD FFMM 9101 2022 8 2022 8 $ 104.800,00

TOTAL DEVENGADOS $ 4.739.217,11 TOTAL DESCUENTOS $ 1.860.020,62

RESUMEN

Total Devengado: $ 4.739.217,11

Total Descuentos: $ 1.860.020,62

Total Embargos: $ 0,00

Neto a Pagar: $ 2.879.196,49

EMBARGO INICIO TÉRMINO VALOR

TOTAL EMBARGOS $ 0

Nota: Con el fin de determinar la capacidad de endeudamiento para el descuento por libranza, el sector Cooperativo y Bancario 
debe tener en cuenta la normatividad establecida en la Ley 1527 de 2012 y el Código Sustantivo del Trabajo, por lo cual no serán 
autorizados descuentos que afecten el mínimo vital del funcionario, una vez efectuados los descuentos de Ley y Órdenes 
Judiciales.

Se expide en Bogotá D.C. a los 21 días del mes de Septiembre de 2022.

Para la validación de la autenticidad del presente certificado utilice el siguiente código: 6O21MJI47BG. 
Podrá realizar esta consulta en https://www.armada.mil.co/arc_certificates/validation

CAPITÁN DE FRAGATA SAMARY MERCEDES RODRIGUEZ MARTINEZ
JEFE DIVISIÓN DE NÓMINAS



"Protegemos el Azul de la Bandera "
Línea anticorrupción Armada Nacional 01 8000 11 69 69 - 24 horas
Carrera 54 No. 26-25 Conmutador 3692000 ext 10130 - Bogotá, Colombia
www.armada.mil.co



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 

 

 

 

 

 

 



 

 



 

 

 



 



 



 

 

 



 



 
JUNTA ADMINISTRADORA DE LOS NUCLEOS DE ALOJAMIENTOS 

MILITARES 
SECTOR BRAVO BARRIO LOS CORALES 

CERTIFICADO 
 
 
 
 
 
 
 

PAZ Y SALVO 
 
 
 
 
 

 
 
 

Certifico que el señor SV PUELLO MIRANDA ROOSEVELT 
Usuario del apartamento No. _104___ del bloque No. ___1B______ 

Se encuentra a PAZ Y SALVO hasta el mes de AGOSTO del _2022_ 
Dado en Cartagena de Indias el día 30 del mes de Agosto del año 2022 

 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
_____________________________________________________ 

S2 Vieco Estrada Eduardo 
Administrador Bloque 1B sector Bravo 

Barrio militar los corales. 


